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titucional se dicte Sentencia desestimando el recurso de amparo. por
no vulnerar la resolución impugnada los derechos fundamentales ale-
gados por el recurrente en la demanda. .

7. La representación del recurrente. en escrito presentado el 14
de septiembre de 1989. ratifica íntegramente el contenido aeta demanda
de amparo y solicita la estimación de las pretensiones en ella formuladas.

S. Por providencia de 30 de junio de 1992 se señaló· para deli·
beraci.ón y fallo de la presente Sentencia el dia· 1 de julio siguiente.

n. Fundamentos jurídicos

1. La cuestión planteada en el presente recurso de amparo consiste
en detenninar si el Auto dictado el 25 de abril de 1989 por elJ~o
de Instrucción núm. 1 de Logroño,.que.denegó .p01;'.. estiJparse.mcom­
petente para su tramitactón, la incoacióndelproc~er:~de hábeas
corpus solicitada por el hoy recurrente. Vulneralosd~atalibertad.
en relación a bl inmediata puesta a disPQSiciónjudi~4e..t,oda persona
detenida ilegalmente (art. 17.4 C.E.), a obtent;rbl' WteJ.a jutiJ:ciaJ éfectiva
(art. 24.1 C.E.). y ai Juez ordinario ¡mode\Otll!inad0porla~(llll- 24.2
C.E.). En dicho Auto. el Juez consideraque,. d~c0nfonnida4 con
lo establecido en el art. 13. párrafo segundQ,·quin~ ycoqcordantes
de la Ley OQlánica 2/1986. de 13 de m""",. de Fuerzas y CUerpos
de Seguridad del Estado en relación con el art. 6.1. párrafo· tercero,
de la Ley Orgánica 4/1987. de 15 deiulio. de Co'1'pet<mcia yOrga­
nización de la Jurisdicción Militar. y el art. 9 Y cemcorihltl:tes de la
Ley OrgAnica del Poder JudiCial. correspondía a Itl:j~icci<)O- rnjlitar
la competencia para conocer del procedimientodehá~corpushabida
cuenta que el arresto del solicitante tenia' COlllOCatlsa'llIla sarLción
disciplinaria impuesta por la Dirección Getl:eoti de .b1. GuárdÚl Civil
El recurrente de amparo. por contra. estitnaquet;I:J~de~
trucción de Logrado era competente para conOC~r d,~~beas:corpus,
pues. a sujuicio. la sanción impuestafiase referla al árn~itoestrictamente
castrense y, en consecuencia. el control jurisdiccional no correspOndía
a la jurisdicción militar. .

2. Delimitado. pues. el objeto del presente proceso constitucional
es claro que la impugnación que se efectúa contra la negativa a incoar
el procedimiento de .hábeas corpus coincide en .10_ sustancial con las
pretensiones resueltaS por el Pleno del Tribunal de>"laSTC 1-94/1989.
En esta Sentencia. y a los efectos·· queahortl interesan, el Tribunal
sentó la doctrina, luego reiterada en la STC441199l_de>la,saIaSegunda.
de que el COnocimiento de los procediinientos'dehabeas oorpuscorres­
ponderá a la jurisdicción militar cuando la detención tenga como causa
una sanción revisable por la jurisdicción castrense,pu~. de una parte;
as! se deriva· inequivocamente del art.2, pátrafo tercero; de la Ley
Oq¡ánlca 6/1984 reguladora del proce<lJntiento de habel!s corpus. y
del art." 61.3 de la Ley Orgimica 4/1987. ~e se remite a 'la anterior.

que establece que «en el ámbito de la jurisdicción militar será competente
para conocer de la solicitud de habeas corpus el Juez Togado Militar».
De otra parte. Que no es coI:ttraria a la Constitución la atribución
a la Guardia Civil de unrégirnen militar en materia disciplinaria y
organizativa, así como que la normativa disciplinaria propia de la Guar­
dia Civil es, mientras no se prevea otra propia o singularidades espe­
cíficas. la de las '-Fuerzas Annadas. como posteriormente se ha hecho
por medio de la Ley Orgánica 1/1991. de 17 de julio. de Régimen
Disciplinario de la Guardia Civil.

3. De confonnidad con las anteriores consideraciones y de los
precedentes jurisdiccionales citados, ha de concluirse que la negativa
del Juzgado de InStnlcción núm.. -1 de Logrofio a incoar el procedimiento
de habeas corpus solicitado por el recurrente fue correcta y no lesionó
los derechos fur1.damentales del recurrente. En efecto. en el Auto ahora
impugnado'elJuez de Instrucción hace constar expresamente, en primer
término. que al recurrente le fue impuesta una sanción de dos meses
de arresto por la Dirección General de la Guardia Civil. por la comisi6n
de una falfil yave contemplada en el art. 9.15 de la Ley Orgánica
12119~5.del Régimen Disciplinario de las Fuerzas Annadas. En segun­
dO ténnino; acuerda denegar la incoación del procedimiento de habeas
corpus instado p;or el hoy fCCllITente al estimar que. en aplicaci6n
de la nortnátiva Vigente, debidamente citada. la competencia del habeas
corpus correspOqdta al Juzgado MílitaÍ' co~pondiente.

Es claro¡pot, tanto, de una parte. que la decisión del Juzgado de
I~rucci61l: de Logroño da una respuesta explicita y motivada a la
J?CÜción deduCida por el recurrente, por 10 que carece de todo' fun­
éiamento la aJepda infracción del derecho' a obtener la tutela judicial
efectiva (llll- 2Ü C.E.). De otra parte. por tratarse del cumplimiento
de una sanci6n militar impuesta al hoy recurrente y dado que la Guardía
Civil esta sometida a un régimen disciplinario militar, el conocimiento
del habeas corpus corresponde a la jurisdicci6n militar. razón por la
cual tampoco cabe apreciar infracción alguna de los derechos fun­
damentales consagrados en los arts. 17.4 y 24.2 de la C.E.

FALLO

En atención a lo expuesto. el Tribunal Constitucional. POR LA AUI'O­
RlDAD QUE LE CONFIERE- LA CONSTITUCIÓN DE LA NAClÓN EspAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar el recurso de amparo interpuesto por don Fernando
R.od.I'i&l;lez Ordovás.

Publiquese esta Sentencia en el _Boletín Oficial del Estado•.

Dada en Madrid., a uno de julio de mil novecientos nov~nta y
dos.-Francisco Tomás y Valiente.~Femando García~Mon y Gonzá­
lez-Regueral.-C'arlos de la Vega Benayas.-Jesús Leguina Villa-Luis
López Guem.-VICente Gimeno Sendra.-Fl11I1ado y rubricado.

SENTENCIA

la siguiente

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. compuesta pOr don
Francisco Rubio Llorente. Presidente en funciones;',Qon Eugenio Diaz
EimiL don Miguel Rodriguez·Piñero y Bravo-Ferrer. don JOSé Luis
de los Mozos y de los Mozos. don AlvaroRodriguez Beteijo y don
José Gabaldón López, Magistrado~ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

En el recurso de amparo núm. 1.29311990, promovido por la Pro­
curadora de los Tribunales doña Maria Jesús GonzáJez<Díez:. en nombre
y representación de dona Diana Gayle Abbott. asisti4a del Letrado
don José. Manuel López López. contra· la Sentenci.... de la Sala de
lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Madrid.deS de febrero
de 1990 (reCUI1iO núm. 18.773/1990 (3.109/1989)1. dietadaen ejecución
de Sentencia en procedimiento sobre despido. Ha (:orfiparecidóelMinis·
terio Fiscal y, como demandada. la República de Sudáftica.rep~tada
por el Procurador de los Tribunales don Alfonso Gil Meléndez y asistida
del Letrado don León Barriola Urriticoechea. Ha sido Ponente el Magis.­
trado don Miguel Rodriguez·Piñero y BravQ-Ferre_r~quien ex.presa el
parecer de la Sala.

l. Antecedentes

l. Por escrito regiStrado en este Tribunal el 24 de mayo de 1990.
doña Maria Jesús González Díez. Procuradora de los Tribunales. y
de doña Diana .Gayle Abbott. interpone recurso de amparo contra
la sentencia de la Sala de lo Social del Tnbunal Superior de Justicia
de Madrid. de 8 de febrero de 1990, resolutoria del recurso de supü·
cación (número 18.773/1990 (3.109/1989)J. promovido por la Repú­
blica de Sudáfrica.contra el Auto del J~o de lo Social núm. II
de Madrid. de fecha 21 de marzo de 1988. dictado en ejecución de
la Sentencia de ese Juzgado de 1 de junio de 19S7. resultante del
proce<lJntiento sobre despido núm. 1.245/1985.

2. La demanda se fundamenta en los siguientes antecedentes:

a) La hoy recurrente. de nacionalidad norteamericana. prestaba
desde el 5 de abril de 1983 sus servicios como Secretaria bilingüe.
en su virtud de contrato de trabajo. en la Embajada de la República
de SudMrica en Madrid._ Despedida con efectos desde el 30 de sep­
tiembre de 1985, interpuso demanda por despido contra la República
de Sudáfricaque fue trámitada mijo el núm. 1.245/1985. ante la entonces
Magistratura de Trabajo núm. 11 de Madrid. la cual dictó Sentencia
de 26 de noviembre de 1985. declarando la inmunidad de jurisdicción
de lademandadá. estimando la excepción de incompetencia de juris­
dicción alegada por la contraparte y absoviéndola en la instancia.

b) Promovido recurso de casación (núm. 30811986) contra dicha
Sentencia pOr la demandante de amparo. la Sala de lo SOcial del Tribunal
Supremo dictó Sentencia estimatoria de 1 de diciembre de 1986 en
la que se declaró la competencia de la jurisdicción española para conocer
de la pretensión deducida. por la aetora y se acordó la devolución
de los autos a la Magistratura de procedencia para que el Magistrado
se pronunciara sobre el fondo del asunto con libertad de criterio. pre·

Sala Segunda. Sentencia 10711992, de 1 de julio. Re·
curso de amparo 1.293/Jf)90~ contra Sen(en('/a de ia
SaJa de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de
Madrid, dictada en ejecución de sentenc.ia en procedimiento
sobre despido. Vulneraéión del derecho a la lJ4tela judicial

. efectiva: alcance de /a inmunidadde ejecución de los bienes
de un Estado extranjero. Voto ¡J(Irticular. -.
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viniéndole de que en el caso de que la Sentencia dictada fuera con~
denatoria. cumpliera. antes de ejecutarla, con lo establecido en el arto
7 del Real Decreto 1.654/ 1980~de 11 de junio. Específicamente disponía
la Sentencia de 1 de diciembre de 1986 que, deprollunciarn:Senteneia
condenatoria por la -Magistratura de origen. ante: 'la-posibilidad de la
exi~tencia ~ una inmunidad en la ejecución, procedía que el.Magistrado
de mstancta. antes de ordenar cualquier medi~ C9ncfeta· de ejecución
forzosa.. recabara..exponiendo las modalidadesd~ejecución<¡ueta. parte
sugiriera. informe de la Asesorla Jurídica del Mín:i$t~o de Asuntos
Exteriores a la que se refiere el arto 7 t:iel Reá,l- Décretq 1.654/1980.
para que en la referida ejecución se observatarJ-~lo~'aeuerd<)Sbilaterales
y usos o prácticas internacionales vigentes sobre el particular. y a los
efectos de la posible existencia de ~iprocidad,~ djrigier{J. al GObierno,
a través del Ministerio de Justicia. por condu~ 4elCO.nsejo General
del Poder Judicial, conforme establece el arto 278.2 de la Ley Orgánica
del Poder Judicial.

. c) La Magistratura. dictó nueva Sentencia de 1 de junio de 1987.
estimatoria de la demanda. declarando nulo et(le$pí40 y condenando
a la Repüblica de Sudáfrica a la ínInediatareadrrúsión de la trab<Uadora.
con abono de los salarios de tramitaeión.,i\.I. nOJ?~er 1a4emandada
a la readJ;nisión. la recurrente solicitólaejecuciórrd'el fallo, de acuerdo
con lo d(spuesto en los arts. 209 y ss. de l<t. :LeY, de ProcedimientO
Laboral. Una vez celebrada la comparecencia Prt:vist.a' epel arto 210
de la LPL, la Magistratura de Trabajo dictó A4tp de 2) de julio de
1987· por el que se resolvía· el contrato de traJ:ili.joy $e condenaba
a la República de Sudáfrica a pagar .~, la dernandantela canUdad de­
758.206 pesetas en concepto de indCJ1lniZa(:i6n: y a,~acer efectivos
los salarios dejados de percibir desde la fecha del despido hasta la
del citado Auto.

d) Por escrito de 2 de septiembre de 1987_ la representación pro­
cesal de la hoy recurrente solicitó a la Magistratüra de Trabajo
nÚID.ll de Madrid que, dado que la demandada, no estaba dispuesta
a cumplir la condena, tratándose de un Estado,sobeqmo y de acuerdo
con las orientaciones contenidas en la Sentencia del Tribunal Supremo
de l.de dici~mb~ de 1986. se proce:weraantesde acordarSeeualquier
m~da óe elecuC1ón forzosa a recabar los infOrmes se'ñaIados en dicha
Sentencia. A taJes efectos. y dado que el Tribu.ri.al-, Supremo indicaba
que la demandante sugiriera las modalidades de ejecución de la Sen·
ten~ia que pudieran resultar posibles. esta íDdJ¡::aba que consideraba
posibles.todas las existente~en Derecho. hacien40sajvedaq de aquéllas
que pudi~n afectar al recmto de la propia Embajada'de la República
de Sudáfnca.que como tal enclave debe r-epu~eínmune. pero no
así las cuentas corrientes que la República de Sudáfriea pueda tener
en España y las transacciones de bienes o- dinero que se neven a
efecto en nuestro territorio. bien por la demandada o por cuaJ.quiera
de sus deudores. .

e) Por providencia de fecha 21 de septiembre de 1987, la Magis­
tratura de Trabajo núm. 11 de Madrid resolvió que se recabara informe
de la Asesoría Juridica Internacional del Ministerio de Asuntos Exte­
riores. a fin de. que se especificaran los acuetdris bilaterales existentes
entre el Estado ~pañoly la República Ce Sudáfricay los usos y prácticas
~~macionales vigentes. para poder instar la r¡;:ferida ejecucIón. par·

~ ticIpando.que el trabajador exigía, -corno m.odall~ deejeeución, que
. se procedIera contra las cuentas corrlentesque·p-tldie-ra tener en España

la República de Sudáfrica, así corno sobre las_ tnulsaceiones de dinero
que se llevaran a efecto por la parte deman9áda o por alguno de
sus deudores. Asimismo ordenaba qUe se dirigiera comunicación al
Gobierno a través del Ministerio de Justicia y pef:oonductodel Consejo
General del Poder Judicial, para que infannara·sobre la existencia de
reciprocidad entre España y la RepÚblica de SÚdáfriC3.. Así. el 21 de
septiembre de 1987. la Magistratura de Trabajo núm. 11 dirigió escritos
al ilustrísimo señor Jefe de la AseSoría Jurídica lntema;ciopal del Minis-­
terio de Asuntos Exteriores. al excelentisimo señor Ministro de JUsticia
y al excelentisimo señor Presidente del Consejo Ge,neral del Poder
Judicial. en solicitud de la información referida

,
f) Por escrito de fecha 16 de septiembre de 1987, el Subsecretario

deC_Ministerio de Asuntos Exteriores envió el siguiente escrito a la
Magistratura de ,Trabajo num. 11 de Madrid;. «<La Embajada de la
República de Sudáfrica en España ha solicita¡jo la intervención de
este Ministerio de Asuntos Exteriores con refer~cia a la Sentencia
de esa Magistratura de Trabajo de f-echa 23 de julio de 1987. en· los
autos sobre despido. procedimiento nfun. L24511985. A estos efectos,
este Mini~et:i0 tiene el honor.de co~unicara sU Seiioría que en virtud
del cumpJiml~ntodel Converuo d~ VIena sobre relaciones diplomáticas
de 18 de abril de 1961. la Embajada de Sudáfrica goza de inmunidad
de jurisdicción e ineludiblemente de· ejecución. ya que los aetos rea­
lizados por la Embajada de Sudáfrica. y enjuiciaqos en la Sentencia
de 1 de junio de 1987 de esa Magistratura Je Trabajo son de iure
imperfi al cumplirse los requisitos subjetivo y ft1.qciQnal. necesarios para
~~. sea de ap~c~ció~ la inmunidl:'d de losEs~dos.por lo que. a
jUlCIO de este Muusteno, la Sentencta de 23 de julio de 1987 no puede
ser ejecutada».

Con fecha 25 de noviembre de 1987. el Secretario general del
Consejo General del Poder Judicial adjuntó fotocopia compulsada de
la Respuesta~[nformede-la Secretaria General Técnica del Ministerio
de Justicia.. sobre la posible eXistencia de reciprocidad entre el Estado
español y la Republica de Sudáfrlea para la ejecución de Sentencia
sobre despido contra la misma. Dicho informe era del siguiente tenor:

..:Con este motivo me perntito infonnarle que.. 'aunque una tendencia
doctrinal entiende que la inmunidad de ejecución es un colmarlo de
la inmunidad de jurisdicción, por lo que aquella cuando no existe o
se levanta, decae la segunda, es 10 cierto que los instrumentos inter·
nacionales existentes continúan, estableciendo una diferencia de tra·
tamiento, de suerte que aunque pueda atenuarse la rigidez de la inmu­
nidad de jurisdicción. sigue siendo absoluta la inmunidad de ejecución
contra los estados (véase. por ejemplo. relativo a Organizaciones Inter­
nacionales,. el Acuerdo General sobre Privilegios e Inmunidades del
Consejo· de Europa y el protocolo sobre Privilegios e Inmunidades
de las Comunidades Europeas).

Aunque son instituciones diferentes. la inmunidad de los agentes
diplomálicos.yla inmunidad de los Estados, autorizada doctrina entiende
que laS normas referidas a aquéllos (Convenio de bienes sobre Rela­
ciones Diplomáticas. en el que España es parte). -agotan su eficacia
eolas personas. de suerte qUe cuando se produce una situación litigiosa,
las inmunidades hay que referirlas, no al Agente diplomático sino al
Estado de 'envio.

La ~periencia· internacional española en la materia es variable,
pudiendo·citarse la Sentencia del Tribunal Superior de Frank:furt de
30 de junio de 1979. que no reconoció la inmunidad del Estado español
por impago de gastos derivados de una campaña publicitaria en la
televisión alemana. para la promoción del turismo. encargada por nues­
tra EmtWada,por entender que era un actO more privatorum. mientras
l>OT el contrario la Cámara de los Lores reconoció en 1957 la inmunidad
del 8ervitioNacional del Trigo. por su carácter pUblico. pese al carácter
mercantil deJa operación litigiosa».

En escrito de 21 de octubre de 1987. el Ministerio Fiscal aftnnó
que entendía ser competente la Magistratura de Trabajo para ejecutar
el Auto de 23 de julio de 1987 a tenor de 10 dispuesto en el
arto 24.1 de la Constitución y en el 3rt. 55 de la Ley de Enjuiciamiento
Civil.

g) A la vista de los infonnes solicitados y remitidos. la Magistratura
de Trabajo dictó Auto de 19 de febrero de 1988 en el que declaraba
qUe la República de Sudáfrica disfrutaba de inmunidad de ejecución
y que. en consecuencia. no procedía seguir con la ejecución de la
Sentencia de 1 de junio de 1987. Recurrido en reposición dicho Auto
por la demandante•.Ia.Magistratura de Trabajo dictó Auto estimatorio
de 21 de marzo de 19'&8 en el que. con base en los arts. 24.1 c.E..
2 LOPJ y 55 LEC y de conformidad con el dictamen del Ministerio
FiscaL se entendía, en un inmediato amilisis. que. no habia obstáculo
alguno para <¡ue pueda ejecutarse la Sentencia dictada contra la Repú­
blica de Sudáfrica y se procedía a reponer el Auto recurrido, fonnulando
la siguiente parte dispositiva; ...:Ha lugar a reponer el Auto de 19 de
febrero de 1988 y en su consecuencia proceder a la ejecución de la
sentencia de 1 de junio de 1987 y sin pr-evio requerimiento y excepto
los bienes sitos en el recinto de la Embajada. se decreta el embargo
de bienes de la Rep1iblica dé Sudáfrica entre ellos las cuentas corrientes
que la misma puede tener en España y el saldo acreedor de las distintas
transaceiones-debienes o cualquier operación mercantil que se lleve
a efecto por dicho Estado. o por sus deudores fuera de España, para
cubrir la suma de 2.574.010 pesetas. Para la práctica de dichas dili­
gencias se CQmisiona al Agente Judicial, asistido del Secretario o fun­
cionario habillUldo. y diríjase oficio a la Embajada de Sudáfrica para
que indique los establecimientos bancarios en los que tiene cuentas
corrientes. Y sin perjuicio de lo anterior iibrense también oficios a
los Bancos Central, Español de Crédito. Hipano--Americano. \lizcaya,
Bilbao. Popular Español y Banco Exterior de España y con su resultado
de acordará». En cumplimiento de lo resuelto en este Auto fue, embar­
gado el dinero existente en una cuenta corriente abierta a nombre
de la Embajada de la Repúbtica de Sudáfrica en el Banco de Santander.
Por providencia . de 12 de junio de 1988. se acordó el levantamiento
del embargo sobre el principal adeudado por importe de 2.574.010
pesetas. pgr haber sido consignado dicho importe a efectos del recurso
de casación presentado.

h) Por la representación de la República de Sudáfrica se interpuso
recurso de casación contra el Auto de 21 de marzo de 1988. Por
Auto del Tribunal Supremo de 28 de abril de 1989. dictado al amparo
del arto 2 de la Ley 7/1989. se remitieron las actuaciones a la Sala
de lo Social del Tnbunal Superior de Justicia de Madrid para que
fuera examinado el recurso de casación como si de un recurso de
suplic;ación se tratase. .

i) La Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Madrid
dietó Sentencia de 8 de febrero de 1990 [recurso núm. 18.773/1989
(3.109/1989)]. estimatoria del recurso promovido y revocatoria del Auto
de la Magistratura de Trabajo de 21 de marzo de 1988. En la mencionada
Sentencia, la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de
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Madrid centró el problema sometido a su consideraciOn afmnando:
«Constituye la cuestión esencial a resolver en elpresertte recurso la
ejecutiVidad de una Sentencia dictada en el orden labotai contra los
bienes de un Estado extranjero. habi~ndose ínclina:40 por la poStura
afirmativa el Magistrado de instancia. quien en vi:rtUd,4e Auto de fecha
21 de marzo de 1988 acuerda el embargo de !aS <::uentascorricmtes
que la República de Sudáfrica pueda tener en Es~ cuyot\.uto es
objeto del presente recurso por entender la parte ~jel;;'Utaaa q~'eXiste
un principio en el Derecho internacional que reconoce la- ítUtiQnidad
de ejecución respeto de Estados Soberanos•. Cen~ó :en es~t~rminos
el prpblema. el Tribunal razona q~ laR,epúbliet¡deS:udáfrica goza
de inmunidad absoluta de ejecución: «Aun cuando eS cierto que el
principio básico aceptado históricamente de qucunEstado sOberano
no pueda ser sometido a los TribunaJesde otto está.sj'(mdo cu~ionado
en la actualidad por la doctrina científica en base aJa realidadinter~

nacional que pennite comprobar cómo los Tribunales de Estados extran­
jeros vienen decidiendo en la esfera de los acta ture gestionls -aunque
no en la de los acta /IITe imperii- cuestiones que afectan (al margen
por tanto de los litigios entre EstadO$coó1()sujeto~Jl~Oeret:hómter­
nacional público sometidos- a los Tribunales .,in~~onales) a·· otros
Estados soberanos y concretamente al español. ~etl1~. no ocurre
lo mismo a la hora de heccr efectivas las Senten~ ,didádas contra
otro Estado sobre los bienes de éste. exJ.stentes~r:e}'suelo.~ero.
en cuyo caso. segUn informa el Ministerio: de ~tQSEXterioresy
el Ministerio de Justicia. los instru.ru~ntos.interIlaCi0n~existcntes
continúan estableciendo una diferencia de tt:ataJlliento~de$uerteque
aunque pueda atenuarse la rigidez. deta 'inJ:ilurii(Iác1de jUriSdicción.
sigue siendo absolutá la inmunidad <.te. eJecuci<>n contra .los Estados;
asi pues. la ausencia de acuerdos. b~rá1esyd.e ~procidad entre
los Estados Español y de la Repilblica deSudáfrica. obligan a acudir
alas normas de Derecho internacional oonSUCit\J.d.inafi0 tatcomo'recoge
el preámbulo del Convenio de Viena de 24 deabril(ie J963.Publicado
en el «Bolet.in OfIcial del Estadolt de nuestro'~,en .fecha .6 ~'ó1arzo

de 1970. cuyo art. 31.4. inten>retado exten$iv{llllent.e~_ímpi4C el embargo
del dinero efectivo que un Estado extranjero,po~e~f'en entidades ban­
carias españolas. De lo expuesto. en relación con losart'S-. 96.1 Y117.3
de la Constitución Española y 21.2 de la Ley~ derPoder
Judicial de 1 de julio de 1985. se desprende, la neC#Oria CQl15e<;uenela
de revocar el'Auto impugnado. previa estinulci,6n:de~"~itttCrpuesto.
CQIllas consecuencias inherentes a talrevocaciém.•,fuJ1damentado as!.
el fallo es del siguiente tenor: «Que est.iJnandod~'desu¡illcaci6n
interpuesto por !l.epública de Slll1iútic8._tni .iWt'> <liCt;ldo por la
Magistratura de Trabajo núm. 21 deMa¡lrid, b"l'JIJ2lí>d0de lo Social.
de fecha 21 de DUllZO de 1988. en ll!!tóssegui~os ainstlUleiu de
doña Diana Ab1K>tt contra República de SUdáftic:a.·~<iesPidp. debe­
mos revocar y revocamos dicho Auto.con'·l~C9'Hsecuencias.lcgales
ínherentes a tal declaración respecto de la causa y' los embargos orde­
nados en.el mismo•.

3. Se interpone recurso de amparo contra la $tmtencia de la Sala
de lo Social del· Tribunal Superior de Justicia de .Madrld de 8 de
febrero de 1990. Entiende la deman~tequedíC~,S<mtenciahacon­
culcado sus derechos fundamentales ~JeCi.dos,~,Josarts.14y 24.1
de la Constitución. Se denuncia. en primer lllgat"que el hecho de
haber admitido la inmúnidad absoluta· de ejecu<:i"" de la RePública
de Sudafrica ha supuesto la vulneración del derecb:QiJ,la,tutela judicial
efectiva y a no padecer indefensión. dado que.. ~tidatanto'en el
ámbito del Derecho internacional como en el.~l,De~cho interno
la progresiva restricción del privilegio de lainm~ jUrisdiC(:ional
de los Estados en materia de relaciones laborales 4Citándose al efecto
el 8ft. 5.1 de la Convención Europea sobre Inttilmidad de Estados.
hecho en Basilea el 16 de mayo de ',1972. astcottio,.Sentencias del
Tribunal Supremo de 10 de febrero y 1 de ~bre de 1986. el
Roal Decreto 1.65411980 Y el art. 25.1 de la LO!'I. Sin olvidar la
mención del propio arto 24.1 de la Constitución"",,:, seria una grave
inconsecuencia --contradictoria. adetnáS.con la reei~te prácticaintet­
nacional y con preceptos como el art. 2 del .Pac-tQlntemacional de
Derechos Civiles y Politi~ no adnUtirla correlativa.y necesaria
restricción de la inmunidad de ejecución de los E.stados.· Restricción
que. obviamente. ha de operar tan sólo en el ámbito de losden0núnados
«actos de gestión» -entre los que se encuadraIIlo;s de~dos en el
proceso del que trae causa este recurso- sin afectar a tos «a($)S de
so~a».En la medida en que los actos de la ~pubUcade Sudafrka
que .han dado lugar a la Sentencia de MagisU:atllra de 1 de Junio
de 1987 sólo pueden ser calificados de tactos de ,$!=:sPónlt Ylos bIenes
trabados por el embargo no se destinan al ejercrc.i<.:) de. derechos de
soberanía, la Sala de lo Social del Tñbunal Superior de Justicia de
Madrid no debió admitir la inmunidad de ejecución dé la demandada:
al admitirla, el Tnbunal ha vulnerado el. derec:noa la tutela judicial
en su vertiente de derecho a la ejecución de las resoluciones jUdiciales
(SSTC 32/1982. 6111984. 6711984. 10911984. etc.). A todo ello no
puede obstar en absoluto el hecho de que el TribUn¡)}' Superior de
Justicia se haya apoyado en el art. 31.4 del Convenío de Viena de
24 de abril de 1963. precepto que en ningún caso admite una: inter·
pretación tan extensiva como la acogida en la ~ntenda Objeto del
presente recurso. desautorizada además por el an. 22 -del Covnenio
de Viena de -18 de abril de 1961.

Por su parte, la vuln«aci6n del arto 14 de la Constitución resultaria
del hecho de que de la Sentencia impugnada se desprende un trato
desigual y discrirnlnatorio respecto de la ejecu:ción de sentencias entre
los trabajadores españoles que prestan sus servicios laba.rales a Estados
extranjeros en sus Em.baJadas y los que los prestan para Empresas
españolas.

Se -suplica de este Tribunal que diete Sentencia en la que. otorgando
el amparo sqlicitado. se· decrete la nulidad de la Sentencia'de la Sala
de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Madrid de 8 de
febrero de 1990. se reconozca el derecho de la -recurrente a la tutela
judicial efectiva y se la restablezca en la integridad de su derecho.
para lo cual se interesa que se retrotraigan las actuaciones al momento
artterior a dictlU',Sente.ncia. manteniendo el embargo de las cuentas
corrientes de' la demandada u ordenándolo de nuevo para' el caso de
que hubiera sido levantado. -ordenando al Juzgado de lo Social
núnl. 11 de Madrid quep-rosiga las actuaciones· del procedimiento
ejecutivo hasta que a la recurrente le sea íntegramente pagado su crédito.

4. Por providencia de 1 de octubre de 1990. la Secci6n Cuarta
de este Tn"bunal acordó. admitir a trámite la demanda de amparo y
de confonnidad con lo establecido en el art. 51 de.la LOTC. dirigir
atenta comunicación a la Sala de lo Social del Tribunal Superior de
Justicia de Madrid. iílteresando la remisión de certificación o fotocopia
debidamenteadveradade las actuaciones correspondientes al recurso
de suplicación tramitado bajo el núm. 18.77311989 (3.10911989). as!
como al Juzgado de lo Social núm, 11 de Madrid. interesando la remisión
de testin}onio de las actuaciones correspondientes al procedimiento
nÚI'I1. 1.24-511985 y el ~plazamiento de quienes hubiesen sido parte
en él la VÍaju:dicia1 (excepto la recmtente), haciéndose constar la exclu­
si6n de quienes quisieran coadyuvar con la demandante o fonnular
cualquieri1'npugnación y les hubiere transcurrido ya el plazo establecido
en la Ley OrgániCa de este Tribunal para recurrir.

5. Mediante providencia de 19 de noviembre de 1990 se acordó
acusar recibo a la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia
de Madrid y al Juzgado de lo Social núm. 1l de esa capital de las
actuaciones remitidas, tenér por comparecida en el proceso a la Repú­
blica de Sudáfrica Y. en su nombre y representación al Procurador
don Alfonso Gil Meléndez. Asimismo y l1econformidad con lo dispuesto
en el art. 52.1 de la LOTe; dar vista d~las actuaciones recibidas
por PlaZo común' de veinte días. a los'Procutad0res doña Maria Jesús
GOnztlJez Diez. en nombre de la recurren~~ y a don Alfonso Gil Melén­
dez. el) representación de la República de'Sudáfrica, así como al Minis·
teric' FucaI. para que pudiesen formular las alegaciones que estimasen
pertinentes..

6,· La representación procesal de la Repúbli~ de SUdáfrica pre­
sentO"SU escrito de alegaciones el 7 de diciembre de 1990. Tras exponer
detallada y minuciosamtnte los antecedentes del procedimiento judicial
del que ha resultadO la Sentencia ahota recurrida. sostiene la code­
mandada que estaúltimasc ha limitado a ejeCutar en sus términos
la Sentencia del Tribunal Supremo de 1 de diciembre de 1986. en
la que se condicionaba una pOsible ejecución sobre la República de
Sudafrica a la· observancia de las prácticas internacionales vigentes y
aJaexis'tencia de reciprocidad. de manera que la senora Abbott debió
recurrir en amparo contra la meritada Sentencia del Tribunal Supremo.
Por lo demás. considera la representación procesal de la República
de Sudáfrica que. en el hipotetico caso de, que la ley permitiera al
Magistrado de Trabajo revisar la' Sentencia a ejecutar por considerar
que' los acuerdos y usos internaciOnales vigentes fueran contrarios a
la Constitución. el Magistrado'debería interponer la correspondiente
cuestiém de inconstitucionalidad~En cuanto a la denunciada vulneración
del derecho a la tutela judicial efectiva de la recurrente. sostiene la
codeniandada que los artS, 22.24. 3-0 Y 31 del Convenio de Viena
sobre relaciones diplomáticas excluyen de cualquier tipo de medida
de ejecución, los bienes de las representaciones diplomáticas cuando
están. destinados -como es el caso- exclusivamente al mantenimiento
de Embajadas y al pago de sueldos de representantes y funcionarios
c;::ónsulares. implicando una grave quiebro. de tan elemental principio
de las telaciones entre Estados soberanos -superior. incluso. a las pr"
pias Constituc:1onesestatales-- el que un órgano jurisdiccional proceda
al embargo de cuentas corrientes de Una Embajada, hecho este jamás
acaecido en la historia contemporánea del mundo occidental civilizado.
ni siquiera en las mas gravesérisis que han dado lugar a la ruptura
de relaciones diplomáticas o a la declaración del estado de guerra.
'Eneual:quier caso y de acuerdo con la propia doctrina del Tribunal
ConstitucionaL es perfectamente pOSible denegar la ejecución de una
Sentencia cuando concurra una causa legalnlente establecida, como
es el caso con los meritados artículos.del Convenio de Viena de 1961.
Por último y respecto de la pretendida vulneraCión del arto 14 de la
Constituci6n. alega la codemandada que dicho precepto no ha sido
invocado formalmente pOr la recurrente en el proceso juaicial; además.
el arto 14 no sería aplicable a la señora Abbott debido a su nacionalidad
norteamericana; tampoco puede sosteners-eque' la diferencia de trato
denunciada carezca de una fundamentación objetiva y razonable. ni
que constituyan un ténnino de comparación adecuado las situaciones
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descritas por la demandante. En consecuencia. se concluye suplicando
de este Tribunal que diete Sentencia desestimatoria del amparo. con
imposición de costas a la recurrente.

7. El Ministerio Fiscal registró sus alegaciones el 13 de diciembre
de 1990~'Tras exponer los antecedentes delpcO(;eso sustanciado ante
la jurisdicción ordinaria" proce<:le el Minísterio Piíblic.o a examinar el
fondo del asunto, ocupándose. en Primer lugar, ·delapretendida infrac­
ción del arto 14 de la Constitución, A su juicio.' la aseveración de
la recurrente en el sentido de que de 1a&:ntencia impugnada se des.
prende un tiato desigual y discriminatorio etltreJ()Strabajadores espa·
fioles que prestan sus servicios laborales en Estadós extranjeros en
sus Embajadas y los que los prestan para EmP_tesasespañolas. a más
de ser una afumación confusa. resulta inviable:des<ie el punto de vista
constitucionaL al establecerse una COffiparación';entresupuestos distintos
que, en principio. pennitirian unt.ratainiento táInbién distinto. El argu­
mento, para 'el Ministerio Fiscal, es. no sólo endeble sino sucinto y
fallo de mayor explicación. por lo-que debe :rechazarse.

La invocación del arto 24.1' CE.· le. resulta:;· en cambio. más con­
sistente. en la medida en que se denuncia la vu.tneraeión del derecho
a la ejecución de Sentencias. integrado eh eldé~ho:a.latutela judicial
efectiva Y.suscep.tible. en consecuencia; de ,·.estar $-OP1etidoa losrequ.is~
fonnales y materiales establecidos. por Ia legi's.Jacl·ón. 'bien entendido
que ésta encuentra un limite insalVable en e1-art; 2'4J~1 tle la Constitución.
precepto que ~pide la existenci~de·com:licióQ'imientos que dificulten
o entorpezcan la posibilidad de que se aunplá. en 'sus lért:ninos lo
resuelto por los órganos judiciales y que e~. que la- legalidad sea
interpretada en el sentido más favorable a la' ~fectNidad de la tutela
(SSTC 11311989 y 21511988).
_. _PnntualiZ!Lel Ministerio FiscaJque la: demanda de amparo Y. con­
secuentemente, la imputación de vulneraciQil¡jel arto 24.1 C.E.. se
refiere únicamente a la Sentencia del Tribunal Superior de. Justicia
de 8 de febrero de 1990; es decir•. dejaDdqa" ~.' .Jad,ó. la ttununidad
de jurisdicción. cuya no concurrenciayafuedec~dapOr los Tribunáles
ordinarios. la lesión constitucional se atribuye úni,camentea la decisión
judicial de declarar aplicable a la República de- SUdafrica la inmunidad
de ejecución.

Contin,Ú3 el Ministerio FiscaÍ exponiendo la evolución de los criterios
sobre inmunidad de jurisdicción y de ejecucióh .en el ámbito inter­
nacional~ seiialando el tránsido experimenta~4eweunaconcepCión
absoluta hasta otra interpretada aPattir de critcrios mas racionales.
Señala. en particular. la distinción entre'«actos desoberanía~y.aetos­
de gestión~ -apuntada ya en la Sentencia de laCour de Cassation
francesa en el caso Cassaux (1849) 'i acogida por la jurisprudenclil
italiana a partir de 1882-, amparando la inrntu;Ú<:iad actualmente sólo
a los primeros. como Jo demuestra la' práetica'ju,~ícialaustriaca (Caso
Dralle, 1950), británica (en un asunto: enelqu~ se vio afectado el
Servicio Nacional del Trigo Españri1, 1956), norteam~rícana(que desde
1976.ineluye entre los «actos degestióm lac:oDtrataeión o e.,n,pleo
de trabajadores) y francesa (Caso Socictéde G9stogetURSS). Estos
ejemplos del Derecho comparado vienen ade~ás cotifmna<lOS por la
legislación internacional; así sucedec:o.n elart. 5. de la. Convención
Europea sobre Inmunidad de Estados (Basilea;1972). que excluye de
los supuestos de inmunidad de jurisdiceiónlos p~SO$ relativos a
cOntratos>de trabajo concluidos entre. un EsÚ1~o y. una persona fisica
cuando el trabajo se realiza en el Estado :del fofq.Elpropio Convenio
de BasUea está propiciando una relativización.de las inmunidades de
ejecución. dado que su arto 26 pertnitela ejecílcióncoiltra los bienes
de un Estado cuando éste neve a cabO una actividad' privada y se
trate de ciertas clases de procesos, entre los que figuran los· relativos
a contratos laborales.

En lo que al Derecho interno español se refiere. señala el Ministerio
Fiscal que. ante la ausencia de una legislación éSPe:cífica sobre la materia.
es preciso estar a lo dispuesto en el art 24.1 de la <:,onstitución. precepto
en el que se reconoce con la mayor amplitud el derecho a la jurisdicción.

Entrando ya en el fondo de la cuestíón planteada. se sostiene en
el escrito' de alegaciones que ha de tenerse en cuenta, por un lado.
que la demanda se interpuso contra la Republita de Sudáfrica y no
contra las personas de sus Agentes diplomáticos. lo que disipa todo
posible error acerca de la aplicación de las inmunidades del Convenio
de Viena y. por otro, que no se trata ahora· de discutir la posible
concurrencia de una inmunidad de Jurisdicción- "'""CtiéStión ya resuelta
en su día y contra la que no se funnuló demanda de ,3ffiparo-, sino
de precisar si una resolución finnedebe o no ejecutarse. A panir
de este planteamiento parece claro que --a la vista de la. práctica inter­
nacional. de la naturaleza privada de la relaciónlaboral y de la decisión
del Tribunal Supremo (STS de diciembre de 1985). de excepcionar
en este caso la inmunidad de jurisdieción- han de ejecutarse tanto
la Sentencia que declaró nulo el despidQ como su cons:ecuencia. ésto
es, los Autos de 23 de julio de 1987 Y 21 de marzo de. 1988. todo
ello. de conformidad con los arts.. 51 'LEC. 25.1 LOPJ, 10.6 Código
Civil y Real Decreto L654/1 980. de 11 de julio, interpretados de con­
formidad con el arto 24.1 de la Constitución y (;vitándose así el con­
trasentido que supone la admisión de la competencia de una jurisdicción
cuyo fallo fuera de imposible ejecución sin causa legal que lo autorice.

según una interpretación adecuada del derecho a la tutela judicial
efectiva.

En consecuencia. el Ministerio Fiscal interesa que se diete sentencia,
otorgando el amparo y declarando la nulidad de la Sentencia del Tribunal
Superior de Justicia impugnada.

S. La representación procesal de doña Diana Gayle Abbott pre­
sentó su escrito de alegaciones el 14 de. diciembre de 1991. En él
se dan por reproducidos los hechos y los fundamentos juridicos con­
signados eilla demanda, considerando innecesario abundar en los argu­
mentos ya esgrimidos al interponer el recurso.

9. Por providencia de 14· de mayo de 1992. se señaló para deli­
beración y votación de la Sentencia el día 23 de mayo siguiente. que­
dando conclusa con esta feCha.

n. Fundamentos jurídicos

l. El presente recurso de amparo se fundamenta en la presunta
infracción de los arts. 14 Y 21.1 de la Constitución. Dado que tanto
la codemandada como. el Ministerio Fiscal ponen de manifiesto en
sus escritos de alegaciones la posible concurrencia de sendas causas
de inadInisión -que en' este' momento procesal lo serian de deses­
timación del amparo pretendidO-. procede examinar, con carácter pre·
vío a cualq~ier cOnsideración sobre el fondo del asunto. la efectiva
concurrencia de los. motivos de (lesestimaCión denunciados.

La representación procesal de la República de Sudáfrica sostiene
que el presente recurso. de amparo es extemporáneo. toda vez que
la Sentencia impugnada. no ha' hecho máS que ejecutar en sus términos
la Serttenciadel Tribunal Supremo de 1 de diciembre de 1986, de
manera que era esta Ultima resaludón la que debió ser objeto en su
diade un recurso ante este Tribunal. Entiende. en efecto. la República
de Su~ricaque la imposibilidad de ejecutar la Sentencia dictada como
consecuencia,de la inadrnisiónde la inmunidad de jurisdicción ya estaba
implicjta en la Sentenciarlel Tribunal Supremo que ordehó a la Magis­
tratura de Trabajo entrar a conocer del fondo· del asunto. Y ello porque.
en su falló, el Tribunal' Supremo ordenaba a la Magistratura evacuar
consultas,en el caso de Que' dictara una resolución condenatoria, en
orden a la constatación. de una eventual inmunidad de ejecución en
benefic·io de la demandada.

Semejante planteamiento debe rechazarse, dado que la Sentencia
del Tribunal. Supremo no prejuzgaba la existenCia o inexistencia de
una excepción de inmunidad, sino que. simplemente, obligaba al Tri­
bunal de instancia a comprobar. como era obligado, si resultaba posible
ejecutar una Sentencia en la.que se condenara a la República de SUdá­
frica. La hoy recu~nteDO venía obligada a, recurrir en amparo contra
la decisión del Tribunal Supremo. pues con ella se daba satisfacción
a .10 en ese momento pretendido: La obtención de una resolución
de fundo. por parte de la Magistratura. El problema de la ejeCUCión
sólo podíaplanteane en un momento posterior. esto es, una vez dictada
Sentencia condenatoria. Además. los informes que habian de requerirse.
aparte de partir de una atípica interpretación del arto 7 del Real Decreto
1.65411980 -que lo que directamente regula -es la invocación porparte
de la Abogada del Estado de- la inmunidad del Estado español ante
tribunales extranjeros- y del arto 278.2 LOPJ -que lo que contempla
es la reciprocidad en materia de cooperación jurisdiccional-, no puede
consíde'rarse que fueranvínculantes para el Juez. quien podia decidir
en último termino lo que considera pertinente. La demanda no es.
por tanto. extemporánea.

A$imismo debe rechazarse la alegación de la representación de la
República deSudáfrica en el sentido de que si el Magistrado de intancia
hubiera querido apartarse de la inmunídad de ejecución derivada del
tenor <le la Sentencia del Tribunal Supremo de 1 de diciembre de
1986. por entender que los acuerdos bilaterales y usos y prácticas
internacionales vigentes de aplicación al caSO eran contrarias a la Cons­
titución,. dicho Magistrado debiera haber planteado cuestión de incons·
titucionalidad aIite este Tribunal. con arreglo a lo dispuesto en el
art.. 35 LOTe. Debe rechazarse este argumento porque, como ya ha
quedado expuesto. la Sentencia de 1 de diciembre de 1986 no juzgó
ni prejuzgo la cuestión de la inmunidad de ejecución de la República
de Sudáfrica y, por ello, tanto el Magistrado. primero, como el Tribunal
Superior de Justicia. después. se enfrentaron libremente al problema
y entendieron. en uso de la discrecional facultad que los arts. l63
c.E.. 35 LOP] y 5 LOPJles conceden (vid. AATC 27511983. 79111984
y 791/1984~ entre- otros) que no procedia plantear cuestión de
ineonstituciónalidad.

En lo que a presunta infracción del art. 14 de la Constitución
se refiere, tanto 'la alegada falta de invocación de dicho precepto en
la fase judicial antecedente -tal y como señala la representación procesal
de la Republica de Sudáfrica-, como la'falta de argumentación sobre
el particular en la demanda -aspecto este señalado por el Ministerio
PUblico--, excusan de entrar en el análisis de dicho motivo de
impugnación.

Asi las cosas, el examen de la cuestión planteada debe constreiiirse
a la posible vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva por
parte de la resolucion judicial impugnada.
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2. Entiende la demandante que la -$entencia del Tribunal Superior
de Justicia de Madrid de 8 de febrero de -1990. _~_ haber admitido
la inmunidad absoluta. de ejecución de la Embajada de la República
de Sudáfrica, ha vulnerado su derecho a·la tutela:judicialefectiva y
a no ~ecer indefensión. por no habetseÍnterpretad(j.restrlctivamente
el pnvilegio de inmunidad de los Estados en 'IrUlteria de contratos
de trabajo. A su juicio. no existe base legal para.adm.itir t:a inmunídad
de ejecución frente a la Sentencia Iabónll favorable .8SU$ intereses.
habiéndose vulnerado el derecho a la _tutela -judicial en -su vertiente
de derecho a la ejecución de las resoluciones jUdicia1~s(SSTC32/1982.
61/1984.67/1984. 109/1984. entre otras muchas). Tlunbien el MiJUs..
terio Fiscal es del parecer de que -a la vista deta prá.ctieaíntemacíonaJ..
de la naturaleza privada de la relación laboral 'Y :de la decisión -del
Tribunal Supremo (sTS de diciembre de 1986) de eXécpc;::ionar en
este caso la inmunidad de jurisdicci6n-- han de ejecutarse tanto la
Sentencia que declap) nulo el despido comO SUCOJlseaacncía. esto
es. los Autos de 23 de julio de 1987 Y 21 de ml\no de 1988. todo
ello de conformidad con los arto. 51 L.E.C.. 25.1 LOPJ. 10.6 del
Código Civil YReal Decreto 1.654/1980.in~de conformidad
con el art. 24.1 de la Constitución. evitilnd9se asie!· contrasentido'
que supondria la a.dmi$ión de la compctcIlciS de'una;jurisdi«ión cuyo
fallo fuera de imposibfe ejecución .sin causa legal que.1o-al,1toricesegúJi
una interpretaei6tJ. adecuada del derecho.ala tutelajUdiculleiectiva.

.La cuestión se centra. pues, en la posJ.'bleirútáCc'i6n.1 derecho
a la tutela judicial efectiva en su vertiente de .der«:ho :ll.1a ejecución
de las resoluciones judiciales finnes. lo que implic:a'~xaminar"SÍ carece
de fUndamento legal la denegación de ·Iá eiceuci6nde la Sentencia
originarla por parte de la aqul impugn¡lda.

Decidido que los TribunaJesespañoles disfrutaban de competencia
de jurisdicción en el caso debatido (ctlestión)'aSQlventa4aenla Sen­
tencia del Tribunal Supremo de 1 de dictembrede.19.86\ la ejecución
de la resoluci6njudicíal derivada del ejercteiode~"competenciaco~
tituye un derecho de la recurrente que-sólOpue4c ..• excepcionarsc.de
mediar alguna causa lepl que lo justifiqqe~ Este TOtJuJ'tal"baafmnado.
y ahora lo debemos reiterar. que la ejecuci6ndelas $eJ:ltencias. forma
parte del derecho a la tutcla efectiva de -lOs Jueces-y Tribunales. ya
que en caso contrario las decisiones judiCiales y lóSderechos que en
las mismas se reconocen o declaran no serian.0tta'cosa que meras
declaraciones de intenciones sin alcance ,Práctico rti:efectividad alguna
(SSTC 16711987 y 92/1988). La ejecución de Sen"n~es. pOr tanto.
parte esencial del derecho·a la tutela judicial ef~va: Y-e$.:adert1ás,
cuestión de esencial importancia para . dar: efectiVidad .a· la cláusula
de Estado social Y democrático de Derecho; ~implica. ~treotras
manifestaciones. la vinculación de todos Jos sujetos·al ordenamiento
juridico ya las decisiones que adoptan losórganosiUtiSdicCionales,
no sólo jdzgando, sino también haciendo ejecutar 10 iJ,lzgado, según
se desprende del art. 117.3 de la Constinlrión (SSTC 67/1984
y 92/1988).

Junto a ello, este Tribunal igualmente ha aftrniado,que no tratándose
de un derecho d.e libertad. sino de un derecho prestaei9nJ;l1. el de tutela
judicial efectiva. en sus distintas vertientes -y enn:eeDas la de la· eje­
cuciónde Sentencias-, es confonnado porl$nortm1s'Jegales qutdeter­
minan su alcance y contenido con.cretos y establecen los' requisitos
y condiciones para su ejercicio. De este modo,. -at·~de un derecho
de confJgUIllci6n legal, el Legis1adorpuede,estab~límitesal pleno
acceso a la ejecución de las Sentencias. siempre 'q~elos·mistn0s sean
razonables y proporcionales respecto de .lqs fines~c:: ljcitanl~ntepuede

peneguJr el Legislador en el marco de la Con_tito.sión (STC 4/1988).
Consecuentemente. cabe que un Tribunal a<1Opte utlllQe8siórt de ine­
jecuci6n de una Sentencia,. siempre que se~exp:~eliam~nteen reso­
lución motivada y con fundamento en una causa ol)statlva de la ejecución
prevista por el ordenamiento. La aplicación judicial de u,rta ~usa legal
de inejccución debe estar guiada por etprincipio,.p1'Q4ftÍone que inspira
todas las manifestaciones del art. 24.1 e.E.• de~an~<I1le debé adop­
tarse la interpretación más favorable ala efecti~ del derecho a
la tutela judicial, en este caso del ~hQ:alaeje91fi:ón.Ladeneaaci6n
de la ejecución no puede, pues. ser arbitnirlani iira.zQnablt.ni fundarse
en una causa inexistente, ni en una interpretación tes,tljctiva del derecho
fundamental (STC 33/1987). Fmalmente. 'hay qJleteJ;let encuetlta que,
si bien a este Tribunal no incumbe determinar taexiStencia o inexistencia
de los hechos que han de subsumirse en la norrn,a y 'en virtud- de
los.cuaIes puede eventualmente entenderse-el carácter -oo.ejecutable
de una Sentencia, ello no es obstáculo para que. si pueda examínar,
partiendo de los hechos resultantes de Iasaetuac~onesjudiciales. la
calificación jurídica que de ellos hace el órganojudicfaLsiempre a
la luz del derecho fundamenta! a laeject,lción ete las sentencias. En
otras palabras. corresponde al Tribunal ConstituCioi:lal. en ésta via de
amparo, comprobar si la decisión de inejecución se. ha. fundado en
una causa legal, interpretada en el sentido más favotable" para aquel
derecho (SSTC 33/1987 y 92/1988).

3. Sobre la base de la doctrina expuesta. cabe aínmar que la deci­
sión del presente recurso de amparo debe realitatse a partir de la
motivación de dos postulados básicos. El pri,mero es que el régimen
de inmunidad de ejecución de los Estados extraIijeros no es contrario.
cualquiera que éste sea. al derecho aJa tutclajudicial efectiva consagrado

líinuiili_...·j.m.Jj:.il

por el arto 24.1 c.E. El segundo es que, aun· no dándose esa incom·
patibilidad entre irununidad absoluta o relativa de ejecución de los
Estados extranjeros ante nuestros Tribunales coI} el art. 24.1 C.E.,
una indebida extensión o ampliación por parte de los Tribunales ordi­
muios del ámbito que es dable" atribuir a la inmunidad de ejecución
de los- .Estad.osextranjeros en el actual ordenamiento internacional
acarrea una violación del· derecho a la tutela judicial efectiva del eje­
cutante, porque supone restringir sin motivo las posibilidades del jus­
ticiable de conseguIr la efectividad del fallo. sin qUe ninguna norma
imponga una excepción a dicha efectividad. "

La compatibilidad, ,del régimen de inmunidad de ejecución de los
Estados extranjeros con el derecho a la tutela judicial efectiva en su
faceta de derecho a la ejecución deriva de Que debe reputarse legitimo
desde el punto de vista constitucional que el Legislador, con un fun·
damento obj~tivo y razonable, impida que la potestad de ejecución
forzosa pueda dírigirse sobre determinados bienes. Así. por ejemplo.
el Legislador. puede---legitimamente., con fundamento en la dignidad
de la persona. exc:l\lir de la ejecución forzosa aquenos bienes que sirven
a la sub$ÍSttl1cia en ctmdiciones minimamente dignas de los particulares
(art. 1.449 L.E.C.). Delmismo modo, los principios de legalidad pre­
supuestarla y de continuidad de los servicios públicos, entre otros.
sirven de fundáJ:riento ala exclusión de la ejecución forzosa respecto
de bienes. de titu1ar:ldad publíca; si bien en tales casos los Tribunales
cuentan con potestades compulsivas suficientes que sustituyen a las
de ejecuci.ón forzosa en sentido estricto. Así. en lo que ahora interesa,
porJo que res~ctaa los Estados extranjeros, la soberanía y el principio
de i$tJaIdad de los Estados--es)\mdamento sUficiente para que se pueda
IqptittWnénte excluir lapo~ ejecutiva respecto de los bienes que
dichos EstadOS teI1ga.n eh nuestro territorio.

Si hubiese que concluir. ade~ que dicha inmunidades de carácter
absoluto y que los órganos jurisdiccionales no pueden realizar ningún
tipo de acti-;¡jdad ejecutiva"";'ni de ejecución forzosa en sentido estricto
ní de canieter comPUlsivO- frente a un Estado extlJ!Uero, no por ello
babria que -con<;luir que se produce una vulneraCión del· derecho a
la ejecución. Además, dicho derecho a la ejecución. entendido lato
sénsr.¡ como derecho a la efectividad de la resolución judicial dictada,
podría verse ~tisfecho a tTaves de expedientes distintos de la ejecuciónforzosa sobre loS· bienes del Estado extrarijero. Así, por ejemplo. cabria
pensar en el recwso a la vta de la protección· diplomática, en los
caSos enQ\le la inisma sea procedente con arteglo al Derecho inter~

nacionalpUbUco. o. en último término. en una asunción por parte
detEstado del 'foro del deber de satisfacer la obligación judicialmente
declárada.,ctiandola inejeeución de la misma pUdiera. suponer un sacri­
ftcioespecial pata el justiciable contrario al principio de igualdad ante
las cargas públicas. .

4. Las anteriores consideraciones no obstan a que este Tribunal
estime que una in(lebida extensión por parte de los Tribunales ordinarios
del privilegio de la inmunidad de ejecución pugne con el derecho a
la tutela judicial efectiva.' porque supone una restricción del derecho
del justiciable a la ~jecucióndel fallo que no tiene base legal. Ello
implica qUe, a losefeétCl:S del presente caso, debe este Tribunal examinar
si resulta J:'8ZQnable entender. como hizo el Tribunal Superior de Justicia
d,e Madrid. que' la Repüblica de Sudáfrica gota de: inmunidad absoluta
de ejecución frente a los Tribunales españoles. Si una interpretación
distinta fuese posible, habria que concluir que la Sentencia impugnada
VUlneró el derecho de 'la recurrente a la tutela judicial efectiva.

La determinación del fé:gimen vigente en nuestro ordenamiento en
materia de imnuhidades-de los Estados extranjeros es tarea que entraña
citrta difiC1.i:1tad.Picha dificultad deriva del hecho de que, a diferencia
de otros paises; qUe han. codificado esta. materia. en leyes especillcas
o oComo parte de leyes procesales generales., nuestro Legislador decidió
seguir la técnica: de la remisión rtonnativa, deftriendo en bloque al
Derecho internacional público el sistema de inmunidades estatales. Así,
dispone el art. 21 WPJ:

«l. Los Juzgados y Tribunales españoles conocerán de los juicios
que se susciten en territorio español entre españoles, entre extranjeros
y entre españóles y extranjeros con arreglo a lo establecido en la presente
Ley y en los Tratados y Convenios internacionales en los que España
sea parte.

2. Se exceptúan los supuestos de inmunidad de jurisdicción y de
ejecución establecidos por las normas del Derecho internacional
público.»

Esta remisión al Derecho internacional público obliga al intérprete
de nuestro Derecho y, en particular. obliga a los órganos jurisdiccionales
españoles a adentrarse en dicho ordenamiento para sacar a la luz los
supuestos en que pueden verse. impedidos de ejercer actividad juris­
diccional-sea ésta de naturaleza declarativa. ejecutiva o cautelar- frente
a determinados sujetos amparados por la inmunidad (Estados extran­
jeros, personasjuridico-p!lbIlcas extranjeras. persOnal diplomatico y con­
sular, etc.). La remisión implica. en consecuencfa, la necesidad de que
los órganos jurisdiccionales españoles ~inc1uido este Tribunal- se con~

Viertan en intérpretes y aplicadores de la legalidad internacional. tal
y como han tenido que hacer otros Tribumtles nacionales. sin que
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ello suponga en absoluto una interferencia por parte del ordenamiento
espanol en el Derecho internacional público, pues las normas de éste
se conforman. entre otras cosas. en función deJas prácticas internas
adoptadas en cada materia por los Estados mierrtbtos de la Comunidad
Internacional. La mencionada remisión nonnati~ del arto 21.2 LOPJ
exige, en cada caso, determinar la norma apliqwIe en conexión con
el ordenamiento internacional; solución éSta a la>etue nada cabe achacar
en estrictos términos juridico-constítucionales.aunque parece aconse­
jable que se lleve a cabo un desarr:oUo legislativo de esta materia que
produzca una mayor seguridadjtirídica.· -

La concreción de esas normas íntemacíorudes a las que remite
el art. 21.2 LOPJ es una tarea que exige del in.téwrete una inducción
basada en datos diversos. las convenciones intemaciortales de carácter
universal o regional· y las prácticas intettiaS de los Estados. tanto en
el plano legislativo. como en el jUdicial y ad.riljnistrativo; tarea que
al tiempo debe tener en cuenta el procesoevolllÜvo ,que en esta materia
es apreciable en la realidad internacional

Dentro de esa evolución constante de laso:glas internacionales
en esta materia se puede. no obstante. trazar tomo tendencia clara
una progresiva relativización de lasimnUPidade,$ ~e los Estados extra&
jeros ante los Tribunales nacionales;, rebitiVitacipI(que resulta más acu­
sada y clara en 10 que respecta a la inmunidad de jurisdicción pero
que. aun en menor medida. también se ha deja4ó sentir en lo tocante
a la inmunidad de ejecución.

Dado que la inmunidad de jurisdicción no (aona parte de los pro­
blemas planteados en el presente recursg <le ~paro. baste decír al
respecto que. desde la tradicional regla absoJu:ta4.~ inmunidad de juris­
dicción. fundada en la igual sobetanJa de los, E~os que expresaba
el adagio par in parem Imperfum,non habel.,:et:,ordenattUento'in:ter­
nacional ha evolucionado a lo latgO de 'este sil'ol.~Jl.acia la cristaliZación
de una regla relativa de inmunidad. que habilita::lllos- Tribunales nacio­
nales a ejercer jurisdicción respecto deaquellos,~tpSdel Estado extran­
jero que no hayan &ido realizados en virtlId de inlpe#o.$o con sujeción
a las reglas ordinarias del tráfico privadp.Lá'distínción entre actos
ture impeni y actos iure gestionis, pOr -corIl.pfe.j~ __ que pueda ser su
concreción en casos concretos y POi' diverso'ql,lt'; sea su desarrollo
en la práctica de los Estados y en las codifica~Ones internacionales.
Se ha abierto paso como nonna internacional geIJe~.YeDo sm peIjUicio
de que en el ordenamiento internacion~subs~otro tipO de inmu­
nidades de carácter absoluto o cuasiabsoluto. com9 son las del personal
diplomático y consular o la inviolabilidad de ~as. sedes de los locales
diplomá~icos y consu!ar' y de sus bienes., CQnvieiJ.e senalar ya en
este -punto que las inmunidades. del Estado extranjero y otro tipo de
inmunidades de Derecho internacional (enes~al.las djplomáticas
y consulares) no de~n ser confundidas o idetll;ificadas. Sin perjuicio
de que en ciertos supuestos ambos tipos de inml,inidacies puedan sola·
parse. lo cierto es que se trata de insti't\lciones: diferentes y resulta
erróneo que la remisión que el arto 21.2 LQPl .ha~e a .las nOltJ1as
internacionales se concrete sin más en las CÓl\venciónes de Viena
sobre relaciones diplomáticas y consulares, cuaIl,(iO:.se.está en presencia
de supuestos de inmunidad ·del Estado extranjero y sus órganos.

Si de la inmunidad de jurisdicción pasamos, a la inmunidad de
ejecución. cabe apreciar mayores cautelas a la hom:'(;le sentar excepciones
a la regla de la inmunidad. mas sin que quepa IH:garque dichas excep­
ciones se van abriendo paso en la práctica de numerosoS Estados.
Dichas excepciones siguen la huena del criterio ~ntado para la inmu­
nidad de jurisdicción. es decir, se consideraiil.:¡;ohtrovertible que lin
Tribunal interno no puede adoptar medidas de e:t~.<;:ución(o cautelares)
sobre bienes de un Estado extranjero en el territorio del Estado del
foro que sean destinados por aqtiel al sosteniniiento de actividades
soberanas o de imperio. Este seria el colltenidoc~rbdela inmunidad
de ejecución en el momento presente. A partir de aqoJ, la· aceptación
de la no inmunidad de ejecución de los bienes ql.l~el Estado extranjero
destine en el Estado del foro a actividades iure g~Stiolliso' de inequívoca
nanua!eza privada o comercial varia. moViéndose entre la no aceptación
de la más mínima excepción a la inmunidad deej~.ueió-nhasta posturas
ciertamente avanzadas que exigen una inequívocaafección de los bienes
a actividades lure imperii. Esta variación en los· da.tosque aporta la
actual realidad juridica internacional dificulta. sin duda. la concreción
de cuál es la norma que. por remisión del arto 21.2 LOPJ, resulta
aplicable en nuestro ordenamiento. A este respecto, cabe aportar los
sigUientes datos:

A) El Proyecto de articulos sobre inmunidades de los Estados­
elaborado en el seno de la Comisión de Derecho internacional de
la ONU establece como principio la inmunidad absoluta de ejecución
del Estado extranjero. Como excepción a dicho principio. el Proyecto
CDI. aparte del supuesto de que el Estado extranjero preste su con·
sentimiento a la ejecución, establece la de los bienes estatales afectos
específicamente a fmes comerciales y no gubernamentales. sin que.
entre otros. puedan nunca ser considerados como utilizados o destinados
a fines comerciales dos bienes. incluida cualquier cuenta bancaria, que
estén situados en el territorio de otro Estado y~an: utilizados o estén
destinados a ser utilizados para los fmes de ·la misión diplomática
del Estado o de sus oficinas consulares». Este proyecto de codificación
internacional carece natt.!:ralmente de fuerza obligatoria, aunque su valor

indicativo sea muy alto. dada la sede en que se redactó y los materiales
utilizados para su confección.

B) En el ámbito europeo debe mencionarse el Convenio europeo
sobre inmunidad de los Estados y su protocolo adicional. hecho en
Basileael 16 de mayo de 1972. por iniciativa del Consejo de Europa.
Aunque sean pocos los Estados entre los que se encuentra en vigor
y aunque España no sea parte del mismo todavía, resulta también
muy indicativo. En materia de inmunidad de ejecución, el Convenio
distingue entre· un régimen general y un régimen facultativo para los
Estados parte. El régimen general consagra la· regla de la inmunidad
absoluta de ejecución del Estado extranjero, sin perjuicio de que dicho
Estado tenga la obligación ex convenio de dar efecto a la Sentencia
dietada. El régimen facultativo al que voluntariamente pueden someterse
los Estados parte sí que. contempla la relatividad de la inmunidad de
ejecución. al permitir con carácter general que las Sentencias se ejecuten
sobre bienes utilizados exclusivamente para actividades industriales o
comerciales ejercidas por el Estado -extranjero de la misma manera
que una· persona privada. En cualquier caso. el Convenio restringe
en cierta medida la posibilidad de ejecución al exigir que los bienes
'que sean objeto de la misma se destinen no ya genéricamente a acti­
vidades industriales o comerciales. sino a la. misma actividad industrial
o comercial que dio lugar a la demanda Y. además, que se destinen
exclusivamente a dicha actividad

e) En elámbito de las más recientes legislaciones nacionales sobre
esta materia. realizadas sobre todo en paises anglosajones o de su
órbita de influencia, se observa que. aun partiendo igualmente del prin­
cipiode la inmunidad: de -ejecución. se aceptan excepciones a la misma,
centradas en el concepto de bíenes usados para aetlvidades comerciales
en el Estado del foro. Así. por ejemplo. la Ley estaefounidense de
inmunidades 'soberanasextnmjeras de 1976 excluye la inmunidad de
los bienes de un Estado extranjero usados para una actividad comercial
en los Estados Unidos. sjempte que dichos bienes sean o hayan sido
usados para la actividad -comercial de la que den"vó el litigio. La Ley
británica de 1978 excluye con carácter general la inmunidad de ejecución
de aquellos. bienes del Estado éXtranjero que en el momento de la
misma se utilicen o se pretendan utilizar para fmes comerciales. Las
leyes de Singapur (1979). PakistAn (1981), de la República Sudafricana
(l98l) y de Canadá (1982) siguen el modelo británico. con la par­
ticularidad en los casos deSingapur y Sudáfrica de que los litigios
derivados de contratos de trabajo realizados con Estados extranjeros
están acogidos ala inmunidad de jurisdicción y. consecuentemente,
también a la inmunidad· de ejecución. La Ley australiana de 1985
sienta la misma exclusión de la inmunidad de los bienes destinados
a actividades. comerciales· y. si bien excluye de tal consideración a
la '-propiedad diplomática». exige simplemente que los bienes· estén
destinados sustancialmente -y no exclusivamente- a actividades comer­
ciales. EnresumeIt. estas recientes legislaciones de paises de la órbita
anglosajona. aunque no puedan reputarse por si mismas como con·
f~radoras de una práctica general de los Estados. muestran una clara
tendencia ala relativiZadón de la inmunidad de ejecución de los Estados
extranjeros.

D) Por último, cabe mencionar cómo las jurisprudencias nacio­
nales de numerosos Estados han reconocido en supuestos concretos
la posibilidad, de que los Tribunales del foro realicen actos de ejecución.
Asi. en Bélgica (asunto SocObel). en Suiza (caso República Atabe Unida
contra señora X), en Francia (caso Sociedad Eurodif contra República
Islámica de Irán). En Austria, en Holanda. los Tribunales han reconocido
excepci<:mes a la inmunidad de ejecución. La Sentencia de 13 de diciem­
bre de 1977 del Tribunal Constitucional Federal Alerruin (caso de
la República de Filipihas). paradigmáticamente. aftrma que, aun siendo
cierto que las medidas de ejecución afectan más directamente a la
soberanía del Estado extranjero que las mems resoluciones judiciales
declarativas, no existe una nonna general de Derecho internacional,
que imponga la inmunidad absoluta de ejecución del Estado extranjero.

A la vista de los datos aportados por la realidadjuridica internacional
no cabe sino concluir que el art. 21.2 LOPJ. al remitir al Derecho
internacional público. no impone una regla de inmunidad absoluta de
ejecución de los Estados extranjeros. Antes al contrario, pennite afmnar
la relatividad de dicha inmunidad_El arto 24.1 c.E.. aunque como
ha quedado dicho no impone. sí coadyuva a entender en un 'sentido
limitado la inmunidad de ejecución. sobre todo si se tiene en cuenta
que la ratio de las inmunidades de los Estados extranjeros no es el
de otorgar a éstos utla protección indiscriminada. sino la de sah-aguardar
la integridad· de su soberania. Por ello, con carácter general, cuando
en una detetnrinada actividad o cuando en la afectación determinados
bienes no esté empeñada la sobemnia del Estado extranjero. tanto
el ordenamiento internacional como, por remisión. el ordenamiento
interno desautorizan que se inejecute una Sentencia y, en consecuencia,
una decisión de inejecución supone una vulneración del arto 24.1 c.E.

5. La peculiaridad del presente caso es que la demandada y eje­
cutada en el proceso de que trae causa este recurso de amparo fue
la República de Sudáfrica como tal Estado soberano y no su Embajada
o alguno de sus representantes diplomáticos. Por ello, ni el Convenio
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de Viena de 1963 sobre relaciones consulares. ni el de 1961 sobre
relaciones diplomáticas, que sirven de fundamento a la prohibición
de una -ejecución forzosa contra bienes de. las niisípnes -diplomáticas
y consulares,. no ¡:meden servir para definir slla inmunidad de ejecución
del Estado sudafricano era absoluta o relativa, sino _sólo para excluir
determinado tipo de bienes -los adscritos a la Embajada sudafricana­
de la ejecución forzosa.

Sentado que en la actualidad el Derecho internacional público no
impone una inmunidad absoluta de ejecución, sino _que permite. qUe
los Tribunales nacionales dirijan la ejecución forzosaftente,a un Estado
extra.Itiero y que. en consecuencia. una interpr-ct.af;:jón disPnta de la
remisión contenida en el arto 21.2 LOPJ debe considerarse Wlnemdora
del arto 24.1 C.E. por restringir sin causa legal el det:eebo aja ejecución,
queda por determinar con qué amplitud 6, si se qwere. con qué límites
puede un tribunal español ejecutar una sentencia -S()bre bienes de un
Estado e~eroen nuestro territorio.

En dicha tarea de concreción, de~ partirse de dos principios-gene­
rales: en primer ténnino. el Derecho internacional Uop1de que. se lleven
a cabo medidas de ejecución forzosa sobreaqüellos~~esdetitlÜaridad
del Estado extranjero que estén afectados'o~dos al, desenvol­
vimiento de actividades de soberanía o de ·impeqQ.:pennitiendo-tan
sólo la eiCC11ción sobre bienes ques estén ~dO$"';desenvotvinúento
de actividades económicas en las que no. esté empeñada su potestad
soberana por actuar conforme al Derecho privado. Ahora bien. en
segundo término. debe tenerse especialtnertteeneuentaque.'dentro
del abanico de bienes de los que pueda ser titular UfiEstado exttanjero
en nuestro territorio. gozan de un especifICO ·rég:imen 'de ·ptóteeCión
los bienes de las misiones diplomáticasr consUláres. ehVirtu4del
3rt. 22.3 de la Convención de Viena de 1961 deretae:tonesdipJontáticas
y del 3rt. 31.4 de la Convención de Viena· de ·l963 de.telai;i,ones
consulares. Es decir. la relatividad de la ,inm1ini~de ejecución de
los Estados extrameros se asienta en la distin.ciónentre"biencsdestinados
a actividades.ture imperli y bienes destjnados a actividades iureges/ionis;
mas. con independencia de este criterio, 10$ bienes· de 'las-misiones
diplomáticas y consulares son absolutainenté inmui;les a.laejccúción.
en" virtud de los Conveníos de Viena de 1961 y 1963~

Del art. 22.3 del Convenio de Viena de 1961 se dedueeque ha
son en absoluto susceptibles de ejecución forzosa los ,bienes de la
República de Sudáfrica situados en el recinto de Su "Elllbajada, incl:i.lida
la sede misma Ahora bien. la duda se plantea~pecto.de aquellos
bienes del Estado extranjero que, sin estarenla~~:dela:Etnbajada

ni ,estar expresamente mencionados en el art. 22;~:dela,Convención

de Viena de 1961. están deJtinados porelEstado:extranJet:oaCsos­
teninVento de su misión diplomática. ConcretarneJlt~~el problema con­
siste en determinar si las cuentas. corrientes bancarlasabiert$anornbre
de una Embajada o cuyos fondos. esténde$tinad()s .alsosteniIriiento
de la misma están amparadas por el citad.opree,e:pto. puesto que el
Auto que anula la Sentencia impugnadaPl'Q(:edi{) '~ambargo departe
del importe de una cuenta corriente bancaria lWietta a'· nombre de
la Em~ada de Sudáfrica. lo que para la representaci6ri de la Repúbtica
de Sudáfiica implica una grave quiebra de las relaciones entre Estados
soberanos.

La práctica internacional contempOráheaex:ceptúaclaramcl1tc de
toda medida de ejecuci6n las, cuentasoorrientes baílcartas' 'de,-,la Emba­
jada. A titulo indicativo. pues carece de fuerza J10~IIültiva..c:abe citar
el art. 23 del ya mencionado Proyecto sobre inmunid~es jurisdic.
cionales de los Estados. También esta es la opinióI1,aceptada en reso­
luciones de altos Tribunales nacionales en fechas aÚIlrecie-ntes.

En su decisi6n de 12 de abril de 1984. en etcaso Alcolm Ltd.
contra la República de Colombia, la CálIlara' de' los: Lores británica
ha estimado que el embargo de la euerttaconietltede.·1a Emb¡:ijada
de Colombia no era posible de acuerdo con la 4Y iriglesa. aunque
esa cuenta corriente sirva además de para hacer ;~rep:tealos gastos
corrientes de la Embajada, eventualmente,paratiQ:es_cb1Ilerciales. al
ser uno e indivisible el saldo de la C\lenta corriente a favor de la
misi6n diplomática. También el TribunalCó:ilstitucióili'U Fedetal Alemán
en su sentencia de 3 de diciembre de 1977 {caso Rep:üblicádeFilipinas)
ha rechazado la embargabilidad de cuentas eorrie~~dc las misiones
diplomáticas. protegida dentro de las inmUIÚdades~el Derecho inter­
nacional preve para las misiones diplomilticas; ,pQtestar conectadas
con el nonnai funcionamiento de la Embajada, apUCátidoseleelbrocardo
ne -impedia/Úr /egatio. puesto que la cuentacorric;m.~esun mecanismo

. necesario para el bQIm funcionamiento de la misi9n díplom<\tica. bas·
tando al respecto una declaración por parte del órgano competente
del Estado en cuestión de que la cuenta corriente: está destinada a
asegurar la continuidad del funcionamiento de la EnJ,lY.J.jada

Esta inembargabilidad de las cuentas corrientes de titularidad del
Estado extranjero en bancos situados en el territorio nacional afectados
al desenvolvimiento de la actividad ordinaria de las misiones diplo­
máticas y consulares, constituye la práctica interna¡:ional generalizada.
de la que se deriva que la inmunidad de los Estados y de los, bienes
de las misiones diplomáticas y consulares en materia de ~eeuci6nimpide
que la ejecución 'forzosa pueda dirigirse, dentro de los bienes que las
fiÚsiones diplomáticas y consulares puedan tenet'en el Estado del foro.
contra aquellas cuentas corrientes. Y ello incluso si las cantidades depo­
sitadas en Entidades bancarias puedan servir también pata la realización

de actos en lo qlle no está empeñada la soberania del Estado extranjero.
esto es.. a la realización de actividades iure gestionis a las que puede
no alcanzar la ratio de la mmunidad de los bienes de las misiones
diplomáticas y consulares. Esta eventualidad de que una cuenta corriente
destinada a asegurar el funcionamiento de la misión diplomática y
consular del :Estado extranjero pueda ser utilit.ada tambiim para fmes
comerciales nO justifica la exclusión de esa inmunidad de ejecución.
y Consecuente inembar&abilidad.. tanto por el carácter único e indivisible
del saldo de la cuenta corriente. como por la imposibilidad de una
investigaci6n de las operaciones y de los fondos y destinos de los
mismos en una cuenta corriente adscrita a una misión diplomática.
lo que supondría una interferencia en la 'actividad de la misión diplo­
mática, contraria a las re$las del Derecho internacional públlco.

No se le ocQlta a este Tribunal la dificultad que la inembargabilidad
de dichas cuentas corrientes puede representar en algunos casos para
el éxito de una ejecución forzosa frente a un Estado extranjero en
los supuestos en que su inmunidad baya quedado ,exceptuada. Mas,
la razonabilidad de .la inm1inidad en estos casos. en atención a la
soberanía· e igualdad de .los Estados. conduceindefectiblemennte a
la conclusi6nde que el embargo de· una cuentaconiente de una Emba­
jada es un acto prohibido por el arto 21.2 LOPJ.

Como consecuencia de eUo, en lo que' interesa al presente recurso
de amparo. debe entende(SC que. en la medida en que la Sentencia
irnpugnad.a anulO:unAut() que había decretado el embargo de las cuentas
comentes de la República de Sudáfrica, no Se vulner6 el derecho a
la tutela' efectiva de la recurrente. -Tenía razón la -demandada en este
proceso' de .am,paro al. denunciarla ilicitud de dicha medida Y. en
COnsecuencia, elamparq no puede ,abarcar IapeticiÓll de la recurrente
de que se mantenga o' Se ordene de nuevo el embargo de las cuentas
corrientesde ladernandada,porque el derecho a la tutela judicial efectiva
de la recurrente. en su vertiente de derecho a la ejecución, no alcanza
a que dicha ejecución se dirija sobre bienes amparados por una causa
legal de inmunidad.

6. La Sentencia impugnada no se limita, sin embargo. a anular
el Auto que dectarólos embargos de determinadas cuentas corrientes,
sino que a esa anulación añade las consecuencias legales inherentes
a tal declaraci6n respecto de la causa y los embargos ordenados en
el mismo. Como además en. el fundamento tercero de la Sentencia
se. alude no sólo a la inembargabilidad de las cuentas corrientes a
favor o adscritas al funcionamiento -de una Embajada, sino que se
n:fie:re senéricarpente al «embargo del dinero efectivo que un Estado
extranjero posea en Entidades bancarias espai\olas:.. y la anulación
del Auto de 21 de marzo de 1981 puede entenderse como confmnaci6n
del Auto inicial' de 19. de febrero de 1988. que además de declarar
lairununid.ad de ejecución,. ,aunque referida a ·Ia· Embajada de la Repu.
blica de Sudáfric:a. ordenó no seguir la ejecución y proceder al archivo
de la misma, puede entenderse que la Sentencia impugnada no se
ha limita40. con todacorrecci6n desde la perspectiva constitucional
qlie nos corresponde examinar. a anular el embargo decretado de las
cuentas cor.rietl~es de la Embájada. sino que además ha cerrado el
paso, alconfmnat el archivo de las actuaciones y referirse genéricamente
a la: inembargabilidad'de las cuentas del Estado extranjero demandado,
a continuar la ejecución sobre otros posibles bienes o dineros del Estado
ejecutado situados en nuestro territorio que no gocen de inmunidad
de ejecuci6n.

Puede suceder que, al margen de los bienes inembargables porque
efectiva o presumiblemente estén destinados al desenvolvimiento de
la actividad de las misiones diplomáticas o consulares. el Estado extran­
jero -en este caso. la República' de Sudáfrica~. objeto de ejecución.
sea titular de otros bienes' en nuestro país. Respecto de estos bienes,
si existen. la inmunidad de ejecución garantizada por el ordenamiento
internacional Y. por remisión. por el arto 21.2 LOPJ, sólo alcanza a
aquellos que estén destinados a la realizaciQn de actos íure ímperU.
pero no a aquellos destinados a la realización de actividades Jure ges·
tionis. De este modo. los Tnbunales ordinarios, para satisfacer el derecho
a la ejecución de sentencias. están habilitados para dirigir la actividad
de ejecución forzosa ftente a aquellos bienes que estén inequivocamente
destinados por el Estado extranjero al desenvolvimiento de actividades
industriales y comerciales en las que no esté empeñada su potestad
soberana por actuar conforme a las reglas del tráfico jurldico-privado.
Corresponde en cada caso al Juez ejecutor determinar. conforme a
Questro ordenllinientó. de entre los bienes de los que sea titular espe·
emcamente <:1 Estado extranjero en nuestro territorio. cuáles están me·
QUÍvocamente destinados al desonvolvimientode actividades econó­
micas en las que dicho Estado. sin hacer uso de su potestad de imperio.
actúa de la misma manera· que un particular. Sin que, por lo demás.
cumpdda esta circunstancia, sea necesario que los bienes objeto de
la ejecuq6n estén destinados a la misma actividad íure ges/Íonis que
provocó el liti,gio, pues otra cosa haría ilusoria la ejecución en casos
como el presente en que, al tratarse del despido de una trabajadora
de una Embajada, y admitido que dichos litigios quedan al margen
de la inmunidad de jurisdicci6n del Estado extranjero, ningún bien
quedaria sustraido a la inmunidad. de ejecuci6n. ya que sólo tos bienes
de la .Embajada 'estarian en "conexión con La actividad que provocó
el litigio.
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La Sentencia impugnada. al declarar genéricamente la inejecueión
contra el dinero efectivo que el Estado ejecutado posea en Entidades
bancarias españolas. al matgen del destino especifico de ese' dinero,
y confirmar el archivo de las actuaciones. ha; "aplicalÍ0 una regIa de
inmunidad absoluta de ejecución de los biepes de Ola República de
Sudáfria..QUe no viene exigida por el art. 2L2: LC>Pl y, por tanto,
supone una inejución de las Sentencias fmnessin causa legal, des­
conocedor del derecho a la tutela judicial efectiva El Auto del Juzgado
de lo Social, y en la medida que lo conf1I1)1,a.~ la- Sentencia impugnada
vulneraron el derecho a la tutela judiciálefél;tiya de la recurtente en
cuanto ordena el archivo de las actUaciooes:Sln-dar ocasión a que
la ejecución pudiera Tealizarse sobre Qtros biéries de los que- sea titular
la República de Sudáfrica en nuestro territor:j.o~ y que -no eStando des­
tinados al funcionamiento de su representaei?IJdiplomatica o consular.
estén destinados al desenvolvimiento de actividades en las que dicho
Estado no haga uso de su potestad o imperio.

Procede. en consecuencia. estimarparciaIménte el recurso de amparo
en cuanto a la confmnación del archivo delaS-aetuaeiones multantes
del Auto del Juzgado de 10 Social nÚIll. 11 d~"Madridde21 de marzo
de 1988. Como esta confmnación no deriva:dir~tamc:ntedela Sen­
tencia de~ Tribunal Superior de Justicia de. Madri<l. :aqiliimpugnada.
que en..su fallo se limitó a'revocar el A~~;habla'Qrdenadounos
detenmnados embargos. la estimación-pa:rciald~,am'parOendpresente
caso no requiere la anulación de: la senteti~- sinp<ttie para :el res­
tablecimiento del derecho constitliciOiiálvutnerad9 ~anular el Auto
de la Magistratura de Trabajo núm.l:1'de~a9ridde'19de febrero
de 1988. reponiendo las aetuae:i(mes~te·dit:ho6rganojudicia1~'·~QY
Juzgado de lo Social IJÚnl. 11 de M8dti<t:Pa,ta<iue-pueda proseguir
las actuaciones del proceso de ejecución fr~ea;QtI':osposiblesbienes
del Estado ejecutado a los que no. afecta la"imnuni~.de ejecución.
si consta su existencia o son señalados por'a1guna de. las partes.

FALLO

En atención a lo expuesto. el Tribunal Constitucional POR LA AUTO­
RIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA. NACIÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Estiñtar parcialmente el recurso de amparo interpuesto por doña
Diana Gayl~Abbot Y. en su virtud:

1.° Reconocer su derecho a la tuteIajudicial efectiva. en su vertiente
dc::l derecho a la ejecución de sentenciasfum~

2.° Anular parciahnente el Auto de la Magistratura de Trabajo
núm. 11 de Madrid de 19 de febrero de 1988. resultante del pro­
cedimiento de despido 1.24511985. en cuanto'ordenae1 archivo de
las actuaciones.

"3.° Reponer las actuaciones ante el Juzgado de, lo Social nÚID.
11 de Madrid. a fm de que pt'QSigan las ac1;tia.c:=iones del Proceso de
ejecución frente a otros even~es bienes del Esta9-O- ejecutado, que
no gocen de la inmunidad. de ejecUción, en' los términos indicados
en el fundamento jurídico 6.°

4.° Desestimar el amparo en lo demás.
Publiquese esta Sentencia en ei «Boletin Oficial del Estado....

Dada en Madrid. a uno de julio de milnO-vecientos noventa y
dos.-Francisco Rubio Llorente.-Eugenio Dí.a,z Eimil..,.Mi~el Rodrí­
guez-Piñera y Bravo-Ferrer.-José Luis de losM'ozos yde los Mozos.-Al·
varo Rodríguez Bereijo.-José GabaldónLópcz:';;Finnados y rubricados.

Voto particular parcialmente discrepante que formula el Magistrado
don Eugenio Diaz Eimil a la Sentencia dictada en el recurso de amparo
núm. 1.29311990.

Estoy de completo acuerdócon la dóCtri,rta.gel1eraI que acoge la
Sentencia. y, especialmente. en cuanto establet;e,; como punto de partida
para la resolución del caso. dos principios gen~raIes: el. de Derecho
internacional que, consagrando la inmunidad ri:lativa 4e ejecución.con­
sidera embargables los bienes de los Estados e:Xt~njet(>S no destinados
a actividades de soberanía y el de Derecho éOns,tit;ucii)oa,1 <JUe proclama
la prevalencia de "la solución más favorable: a" Jaefectividad de los
derechos fundamentales; principio esteque·debe·sieillpre presidir toda
interpretación y aplicación de las norrtlaS jUfidic,as en las -Que este
implicado un derecho constitucional. en el· caso presente; el derecho

a ejecutar las sentencias firmes. protegido por el art. 24.1 de la.
Constítuci6n.

No comparto, sin embargo, la decisión elegida por la Sentencia.
puesto que excepcionar del referido principio de Derecho internacional,
de manera absoluta. las cuentas corrientes bancarias. cualquiera que
sea su destino -actividades de soberanía o de gestión- entraña. a mi
juicio, una conclusión incompatible con el principio constitucional
citado. .

Y ello. porque este principio no consiente, que se limite o desconozca
un derecho fundamental. sin que exista una nonna jurídica queasi
16 disponga -de una manera razonable objetiva y en defensa de otros
derechos o vaIo"res dignos de protección.- y resulta que tal clase de
nonna no existe en el supuesto de autos, dado que no puede concederse
tal efecto auna practica internacional, que la propia Sentencia reconoce
variable y desprovista de universalidad y unifonnidad.. notas estas cuya
presencia seria imprescindible para ext:J;aer de ella la nonna cierta.
objetiva y iazonabIe que nuestra doctrina constitucional exige tener
para considerar justificada .Ia limitaci6nde un derecho fundamental.

De tod$ fonnas. cua1quíera que sea la opinión que se tenga sobre
la vigencia. sentido yampütqd de esa práctica internacionaL lo cierto
es que- el principio de. inrnlJJlidad. relativa de ejecución exige que, para
evitareletp.bargo. el Estado condenado acredite que los bienes contra
los que scdirige estén destinados a. actiVidad de soberanía. sin que
ese acre4ita:miento. puedaconsiderse satisfecho por la simple mani­
festación.qel Estado contra el cual se dirige la acción ejecutiva. puesto
que.éste.equivale a YO,lvera los tiempos ya superados de la inmunidad
absoluta a través de Una especie de presunción iure et de iure que
se manifiesta carente dcr todo apoyo normativo.

La,propia lógica delsistema hace' necesario que el Estado extranjero
deba aportar.. más allá de una simple. manifestación. las alegaciones
y dato$- que puedantV.ndamentar.el convencimiento judicial de que
losbienes.:y. entre ellos. las cuentas corrientes. están destinados. en
toda su integridad, a actividades de imperio, de tal fonna que su pérdida
puede poner- en peligro el funcionamiento normal de sus Embajadas
y oficinascons~ () diplomáticas. o atentar a su soberania.

El caSO aquí contemplado puede califiCarse de típico supuesto no
amparableen el priVilegio de la imnunidad puesto que se trata de
una Sentencia dietada en materia excluida de la inmunidad de juris­
dicción -contrato laboral-. cuya ejecución se trata de reaUzarr sobre
cuenta coniente destinada. según propia confesión del· Estado extran­
jero. a satisfacer gastos de personal. que es la misma. actividad que
ha dado lUlJ8T a la condena. habiéndose acordado además el embargo
par una cuantía -2.574.010 pesetas-. que. salvo datos que se acrediten
10 contrarió. no ,puede, considerarse de entidad suficiente para poner
en peligro el ,funcionan:liento nonnai de la Embajada. 4

En TeS\lmen, estimo que al no existir entre España y la República
de Sudáfrica pacto bilateral o régimen de reéiprocidad. ni ley nacional
o- tratado internacional suscrito por España que dispongan de manera
expresa. la. inmunidad absoluta de las cuentas corrientes bancarias.
debió, por imperativoconstítucionaL otorgarse el emparo sin condi­
cionamiento de clase alguna y•. en SU consecuencia.. pemútir que con­
tinuase· la ejecución en los ténninos ordenados por la Magistratura
de Trabajo. puesto que las dudas que se suscitan sobre la materia
debieron resolverse en tal sentido, por ser el más favorable a la efee­
tividaddel(lerecho constitucional y no existir norma que pennita o
justifique la grave limitación que se impone al mismo. Según dejamos
dicho.· esa 'anomia no puede subsanarse con la aplicación mimética
de la práctica internacional seguida por algunos paises, que. en contra
de las tendencias -dominantes en Derecho internacional prefieren seguir
ancladas en una concepción· absoluta de la inmunidad de ejecución
que desde .lue:go en la actualidad no concuerda con el respeto que
entre Es:ta~os modernos. merecen las sentencias fumes dictadas por
Tribunales competentes con todas las garantías constitucionales y legales
en relaciones jurídicas derivadas de actividades de derecho privado
en las que np esté implicada la soberanía del Estado.

En Virtl.1d de todo lo expuesto. opino que debió concederse el amparo
sin lim¡tars~ sus efectos en la fonna en que se hace en la Sentencia,.
que en la práctica, eqUivale a la denegación pura y simple del amparo,
a la que no se acompaña indicación o referencia a otras vias sustitutorias
de la· ejecución que permitan obtener algún género de efectividad del
derecho fundamental invocado. que queda asi totalmente desprotegido.

En rnón a-tOdo ello, fonnulo el presente voto particular. que fonnuJo
sin perjuicio de acatar la Sentencia aprobada por la n;¡ayoria.

Madrid. dos de julio de mil novecientos noventa y dos.-Eugenio
DíazEimil.~Finnadosy rubricados.


